ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

RADICADO: 66001 22 04 003 2018 00231 
ACCIONANTE: LUIS ALFONSO OSSA VELÁSQUEZ 
ACCIONADO: FISCALÍA 7ª SECCIONAL  DE ARMENIA

ASUNTO: NO CONCEDE AMPARO 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / COMPETENCIA FRENTE A FISCALÍA EN CASO DE ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / CARACTERÍSTICAS DE LA ACCIÓN DE TUTELA / REQUISITOS DEL DERECHO DE PETICIÓN.
En este asunto específico, se avocó la presente acción de tutela a prevención, pese a que la autoridad que debe responder el derecho de petición invocado por el actor está ubicada en el municipio de Armenia, Quindío, toda vez que el accionante señaló que su domicilio queda en Pereira y porque el motivo que llevó a instaurar la demanda de amparo surge de un trámite administrativo atribuido a la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia y no al proferimiento de una decisión judicial, caso en el cual, se deberían remitir las diligencias al superior jerárquico de esa célula judicial, es decir, a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito de Armenia. 

… la tutela es subsidiaria en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria…

De conformidad con la norma y la doctrina constitucional que hacen relación al derecho fundamental del derecho de petición, se reitera que dicha prerrogativa demanda una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá
 con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”.
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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el  señor Luis Alfonso Ossa Velásquez  en contra de la Fiscalía 7ª Seccional Especializada de Pereira por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Expuso el señor Luis Alfonso Ossa Velásquez que el 15 de diciembre de 2011 fue víctima del hurto de su vehículo Renault Stepway de placa KCZ823 modelo 2012 por lo que instauró la denuncia respectiva.
Indicó el actor que el 12 de agosto de 2017 pudo ubicar dicho automotor en la ciudad de Cali, pero fue imposible que las autoridades competentes llegaran a hacer efectiva una orden de incautación del mismo, la cual había sido expedida por la Fiscalía 4ª Seccional de Armenia como respuesta a un derecho de petición que previamente había elevado. Mencionó que el proceso fue remitido a otro Despacho, que por razones que no conoce, revocó la orden de incautación aludida.

Señaló que el 25 de septiembre de 2018 radicó ante la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia, Quindío, un derecho de petición en el que requirió: i) copia íntegra y auténtica del expediente, ii) ordenar la inmovilización del automotor aludido, iii) poner a disposición del juez de control de garantías la solicitud de restablecimiento de derecho del vehículo de placa KCZ823 al momento de su inmovilización y iv) ordenar el desplazamiento de una patrulla de la Policía a la carrera 1B oeste No.6-38  de Cali, Valle, para inmovilizar el vehículo producto del delito, pero la Fiscalía 7ª Seccional le respondió que su proceso se encontraba en otro Despacho.  Por tal razón, consideró el accionante que ese despacho vulneró su derecho fundamental de petición y a recibir una respuesta clara, concreta y congruente con lo solicitado.
En el acápite de las pretensiones, relacionó las siguientes: i) proteger los derechos fundamentales de petición, dignidad humana, a la verdad y los que el despacho considere vulnerados y  ii) ordenar a la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia, Quindío, que en el término establecido  por el despacho, entregue los documentos solicitados y resuelva lo solicitado en la petición del 25 de septiembre de 2018 (Fls. 1-7).

2.2. Allegó las pruebas que sustentan los hechos y pretensiones de la demanda de tutela (Fls. 8-22).

2.3. Mediante auto del 15 de noviembre de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo,  se ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía accionada y  se vinculó a la Fiscalía 12 Local de Armenia (Fl. 25).

3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1.  FISCAL 12 LOCAL DE ARMENIA, QUINDÍO
Informó que la indagación preliminar bajo el NUNC 630016000059201601449 por la conducta delictiva de falsedad en documento privado, donde aparece como denunciante el señor Luis Alfonso Ossa Velásquez, fue asignada a ese despacho el 3 de octubre del año, en  cumplimiento a la redistribución dispuesta  por la Dirección Seccional Quindío, mediante la Resolución DSQ-No.00272 de junio 18 de 2018, en la que se asignó a la Fiscalía 12 Local diligenciar los casos por el delito antes descrito hasta la presentación del escrito de acusación por tratarse de aquellos que se tramitan por el procedimiento especial abreviado, a pesar de ser de competencia de la Fiscalía Seccional.

Por lo anterior, esa Delegada recibió por asignación la referida carpeta, la cual se encontraba pendiente de análisis y estudio para impartir el impulso respectivo, la que se sumaba a las 639 indagaciones preliminares que fueron reasignadas a ese despacho desde julio de 2018, en virtud a la reestructuración referida.

Señaló que de la lectura de los documentos trasladados por el usuario, corresponde a actos propios del adelantamiento de la indagación preliminar ya que hace solicitudes concretas sobre medidas que implicaban la restricción de derechos y que el actor mismo refiere debían agotarse ante el juez de control de garantías y a su escrito rotulado como “ampliación a la querella”, recibido por la Fiscalía 7ª Seccional se le dio respuesta a través del oficio del 3 octubre de 2018 con el No.20430-01-02-07-0696.

Indicó que se estaba a la espera de contar con la disponibilidad para proceder al impulso de la investigación referida, teniendo en cuenta la carga de procesos que fueron reasignados a la Fiscalía 12 Local, los que correspondían a los años 2012 a 2018, debiéndose dar prioridad a los más antiguos debido a los términos de prescripción que corrían respecto de algunos de ellos.

Consideró que teniendo en cuenta el corto tiempo transcurrido entre la asignación a ese despacho, el 3/10/2018, y su reasignación a la Fiscalía 24 Local ocurrida el 9 de noviembre pasado, en virtud a la nueva reestructuración dispuesta mediante la Resolución DSQ-00548 del 29 de octubre de 2018 suscrita por el Director Seccional del Quindío, esa Delegada no alcanzó a disponer la práctica de los actos de investigación de la misma dentro del caso aludido, máxime que en el mes de octubre del año en curso estuvo convocada a la realización de 10 juicios orales ante los juzgados penales municipales de la ciudad. Por lo tanto, la carpeta correspondiente a este asunto se encuentra asignada a la Fiscalía 24 Local (Fl. 30).

3.2. La Fiscalía 7ª Seccional de Armenia, Quindío, no respondió a la presente demanda de tutela, pese a  haber sido notificada del auto admisorio de la misma (Fl. 27). 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA
4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 modificado por  el Decreto 1983 de 2017, que señalan que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.
4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionada y vinculada vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Luis Alfonso  Ossa Velásquez, de manera que amerite la intervención del juez constitucional.
4.3. En este asunto específico, se avocó la presente acción de tutela a prevención, pese a que la autoridad que debe responder el derecho de petición invocado por el actor está ubicada en el municipio de Armenia, Quindío, toda vez que el accionante señaló que su domicilio queda en Pereira y porque  el motivo que llevó a instaurar la demanda de amparo surge de un trámite administrativo atribuido a la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia y no al proferimiento de una decisión judicial, caso en el cual, se deberían remitir las diligencias al superior jerárquico de esa célula judicial, es decir, a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito de Armenia. 

4.4. El artículo 86 de la C.N. señala que quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   En tal sentido, la tutela es subsidiaria en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…” 

4.5.   Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.6. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
 

4.7. DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1. En el caso sub examine, el señor Luis Alfonso Ossa Velásquez solicita la intervención del juez constitucional con el fin de que se ordene por esta vía a la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia, Quindío, que resuelva de fondo la solicitud elevada el 26 de septiembre de 2018, dentro de la investigación que sigue dicho despacho ante la denuncia que el accionante instaurara por el hurto de su vehículo de placa KCZ823, en la que requirió lo siguiente: i) copia íntegra y auténtica del expediente, ii) ordenar la inmovilización del automotor aludido, iii) poner a disposición del juez de control de garantías la solicitud de restablecimiento de derecho del vehículo de placa KCZ823 al momento de su inmovilización y iv) ordenar el desplazamiento de una patrulla de la Policía a la carrera 1B oeste No.6-38  de Cali, Valle, para inmovilizar el vehículo producto del delito (Fl. 12). Dentro del término para contestar la petición del actor, la delegada de la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia le indicó al señor Ossa Velásquez que la investigación radicada al NUNC63001600059201601449 había correspondido a la Fiscalía 12 Local de esa municipalidad, de conformidad con los documentos anexos al expediente, por ser de naturaleza privada y porque el delito a investigar es un concurso delictual de falsedades en documento privado consagrado en el artículo 289 del C.P. (Fl. 22).
4.7.2.  Teniendo en cuenta la respuesta de la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia y aun cuando se no encontró dentro los documentos allegados con la demanda de tutela que el señor Luis Alfonso Ossa Velásquez hubiera radicado alguna petición ante la Fiscalía 12 Local de Armenia, esta Sala dispuso vincular esta última al presente trámite con el fin de que se pronunciara frente a los hechos expuestos por el accionante, la cual contestó que la investigación NUNC630016000059201601449 había vuelto a ser reasignada a la Fiscalía 24 Local desde el pasado 9 de noviembre, según disposición que el Director Seccional del Quindío hizo en la Resolución DSQ-00548 por cuanto el delito de falsedad en documento privado sería tramitado por procedimiento especial abreviado. De acuerdo a lo anterior, esta Colegiatura no encontró la necesidad de vincular a la Fiscalía 24 Local de Armenia, Quindío, por cuanto las diligencias fueron recientemente recibidas y en tal virtud, el término para responder al actor no se encontraría vencido.
4.7.3.  De conformidad con la norma y la doctrina constitucional que hacen relación al derecho fundamental del derecho de petición, se reitera que dicha prerrogativa demanda una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá
 con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”.  Por ende, se vulnera este derecho cuando (i) la entidad deja de emitir una respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a “pronta resolución”, (ii) la supuesta respuesta se limita a evadir la petición, o carece de claridad, precisión y congruencia, (iii) o no se comunique la respuesta al interesado.  Es decir que el derecho de petición consagra que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses”
.  (Subrayas propias)
4.7.4. Para esta Sala la respuesta emitida por la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia cumple con los requisitos que se exigen para la materialización del derecho fundamental de petición referidos anteriormente por la jurisprudencia constitucional, en el entendido de esa autoridad informó dentro del término legal, al señor Ossa Velásquez que el delito a investigar es un concurso de falsedades en documento privado tipificado en el artículo 289 del C.P. y en razón a su naturaleza había sido asignado a la Fiscalía 12 Local, despacho este que tampoco tuvo la oportunidad de atender el requerimiento del accionante, en atención a la orden del Director Seccional del Quindío, por lo que el expediente se encuentra en la Fiscalía 24 Local de Armenia.  De tal manera, que aun cuando el señor Ossa Velásquez insista en que su denuncia debe ser de competencia de las Fiscalías Seccionales de Armenia, le corresponde al mismo acudir a la Fiscalía 24 Local de dicha ciudad y gestionar las acciones que considere pertinentes en aras valer sus derechos y garantías que le asisten como víctima de la conducta punible denunciada.
4.7.5 Debe precisarse igualmente, que el ejercicio del derecho petición no significa que el mismo lleve implícito una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente: 

“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)

4.7.6. Así las cosas, esta Sala considera que las autoridades judiciales accionada y vinculada, no tienen la obligación de responder al señor Ossa Velásquez su solicitud en los términos como los demandó en esta acción constitucional. Como consecuencia de dicha declaración, este Tribunal  no encuentra vulneración de derecho fundamental alguno al actor.  Por lo tanto, ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, el amparo invocado no procede. En tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014 la Corte Constitucional reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”. 

  
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.  (Subrayas nuestras)

Por lo anterior, no se tutelarán los derechos fundamentales  invocados por el señor Luis Alfonso Ossa Velásquez en contra de la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia y como vinculada, la Fiscalía 12 Local de la misma capital.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE:
PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por el señor Luis Alfonso Ossa Velásquez  en contra de la Fiscalía 7ª Seccional de Armenia y como vinculada, la Fiscalía 12 Local de esa misma municipalidad.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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